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se sobrepase la cuantía global de los fondos destinados
a la subvención. En todo caso, la necesidad de la gestión
centralizada debe aparecer razonablemente justificada
o deducirse sin esfuerzo de la naturaleza y contenido
de la medida de fomento de que se trate (STC 91/1992).

4. Pues bien, en el caso que ahora enjuiciamos, la
necesidad de mantener la gestión directa y centralizada
de las ayudas objeto de- impugnación no resulta justi­
ficada en las alegaciones del Abogado del Estado, ni
se deduce sin más de las características propias de
dichas ayudas. Ni el número de las becas ofertadas, ni
el hecho de que la actividad subvencionada se desarrolle
fuera del territorio estatal. ni el ser fruto de un convenio
entre el Estado y el Consejo Británico son elementos
suficientes, en el presente caso, para justificar la intro­
ducción de una excepción a la regla general de la gestión
descentralizada de las subvenciones que afectan a mate­
rias en las que el Estado se ha reservado solamente
las bases y las Comunidades Autónomas han asumido
el resto de las funciones.

En consecuencia, debe concluirse que la Resolución
objeto del presente conflicto, al no prever ningún tipo
de participación de la Comunidad Autónoma del País
Vasco en la gestión de las ayudas destinadas a todos
los profesores numerarios no universitarios de Inglés,
ha desconocido el sistema de distribución de compe­
tencias consagrado en la Constitución y en el Estatuto
de Autonomía de esta Comunidad.

No corresponde a este Tribunal precisar las fórmulas
concretas a través de las que debe producirse la men­
cionada intervención autonómica. algunas de las cuales
han sido ya previstas en convocatorias recientes de
características muy similares a las ayudas que aquí enjui­
ciamos. Sin embargo, sí debemos reiterar, una vez más,
la necesidad de establecer mecanismos de cooperación
y colaboración que permitan llevar a cabo una actuación
conjunta entre el Estado y las Comunidades Autónomas
en ámbitos como el presente en los que concurren com­
petencias de ambos entes en la realización de una misma
actividad administrativa de subvención (SSTC 18/1982;
76/1988; 201/1988; 13/1992. entre otras). Asilo reco­
nocen explícitamente las partes en conflicto al reiterar
en sus respectivos escritos de alegaciones la necesidad
de establecer fórmulas de cooperación y colaboración
para la realización de convocatorias de ayudas como
las contempladas en la Resolución impugnada.

5. Antes de pronunciar el fallo. debemos precisar
que en éste tan sólo debe declararse que la Resolución
traída al conflicto no ha respetado el orden constitucional
y estatutario de competencias. sin contener ningún otro
pronunciamiento. Así lo permiten las facultades que a
este Tribunal confiere el arto 66 de su Ley Orgánica y
así lo aconseja tanto lo impetrado por la parte actora
en la súplica de su demanda. como el carácter cerrado
del ejercicio económico a que se refiere aquella Reso­
lución y la necesidad de no ocasionar perjuicio alguno
a los Profesores beneficiarios de las ayudas ya otorgadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORlOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Declarar que la Resolución impugnada no ha respe­
tado el orden constitucional y estatutario de compe­
tencias.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a doce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Sra­
vo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la. Vega Benayas.-Euge­
nio Diaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Vicente
Gimeno Sendra.-José Gabaldón López.-Rafael de Men­
dizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro
Cruz Villalón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubri­
cado.

29238 Pleno. Sentencia 331/1993, de 12 de
noviembre de 1993. Recurso de inconstitu­
cionalidad 1.051/1987. Promovido por el
Gobierno de la Nación contra determinados
preceptos de la Ley del Parlamento de Cata­
luña 8/1987, de 15 de abril. Municipal y de
Régimen Local de Cataluña.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón López. don Julio
Diego González Campos, don Pedro Cruz Villalón y don
C1!!les Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.051/87.
interpuesto por el Presidente del Gobierno de la Na­
ción. representado por el Abogado del Estado, contra
los arts. 32.1; 148.2; 165.3; 168.3 cl y 181 al en relación
con el art. 182 y 287.2 de la Ley del Parlamento de
Cataluña 8/1987, de 15 de abril. Municipal y de Régi­
men Local de Cataluña. publicada en el «Diario Oficial
de la Generalidad de Cataluña» núm. 832. de 27 de
abril de 1987. Han sido partes la Generalidad de Cata­
luña. representada por el Abogado don Ramón L1evadot
i Roig y el Presidente del Parlamento de Cataluña, don
Miguel ColI i Alentorn. Ha sido Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos, quien expresa el pare­
cer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el día
29 de julio de 1987, el Abogado del Estado, en repre­
sentación del Gobierno de la Nación, interpuso recurso
de inconstitucionalidad contra los preceptos referidos
de la Ley del Parlamento de Cataluña 8/1987, de 15
de abril, Municipal y de Régimen Local de Cataluña,
invocando expresamente, a los oportunos efectos. el
art. 161'.2 C.E.

2. En el escrito de formalización del recurso se expo­
nen las alegaciones que, en lo sustancial. a continuación
se resumen:

A) Comiénza señalando el Abogado del Estado que
una vez dictada por el Estado la legislación básica. formal
y material. en la materia de régimen local (art. 149.1.18
C.E.). es absolutamente claro que la normativa auton6-
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mica de desarrollo. aunque no viene a ser un desarrollo
similar al desarrollo reglamentario de la ley. debe res·
petar esa legislación básica. sin que pueda haber ninguna
contradicción. desviación. inconsistencia o apartamiento
de la misma. Pues bien. en el presente supuesto. 105
artículos de la Ley autonómica impugnados incurren en
contradicciones insalvables con la Ley 7/1985. de 2
de abril. reguladora de las Bases del Régimen Local
(L.RB.R.L.) y aun con otras normas estatales básicas.
lo que ha de conducir a la declaración de inconstitu·
cionalidad que se pretende.

B) El arto 181. a). en conexíón con el art. 182.1
y 2. a pesar de lo establecido por el arto 178 de la misma
Ley catalana. viene a regular una materia de competencia
estatal. tal como se desprende de lo dispuesto en 105
arts. 149.1.14 y 18 C.E. y 5 E) L.RB.R.L.

En concreto. 105 referidos preceptos autonómicos. en
relación a 105 criterios de distribución de las participa·
ciones de 105 Municipios y Diputaciones en 105 ingresos
del Estado. adoptan una regulación diferente a la esta·
blecida por la legislación estatal. contenida en 105
arts. 394.1. 2. 5 y 6 y 410 del Real Decreto legisla'
tivo 781/1986. de 18 de abril. por el que se aprueba
el Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes
en materia de Régimen Local (T.RRL). De este modo.
esa regulación autonómica opuesta a 105 principios con·
tenidos en esa legislación básica estatal se plasma en
105 tres siguientes principios: que las participaciones en
105 ingresos estatales de las Entidades Locales se des·
tínan a integrar el Fondo de Cooperación Local de Cata·
luña; que la legislación sobre finanzas locales de Cataluña
es la que regula los criterios de distribución y otras par·
ticipaciones; y que dichas participaciones se concretarán
a través de lo establecido anualmente por la Ley de
Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Cataluña.

C) El art. 165.3 infringe. primero. directa y frontal·
mente lo prevenido en el art. 68.2 L.R.B.RL. cuya con·
dición de norma básica es evidente. por ser norma de
régimen local. de procedimiento común administrativo
y norma claramente procesal (arts. 149.1. 6 y 18 C.E.).
La imposibilidad de interpretación conforme a la Cons·
titución Española del precepto impugnado y la existencia
de la contradicción. hace patente su inconstitucionalidad.

D) El arto 32.1 permite excepcionar la exigencia
resultante del arto 47.2 d) L.R.B.RL si se da el voto
favorable de las dos terceras partes del número de hecho
de los miembros de las Corporaciones. de manera que
lo que en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen
Local es acumulativo _.y. en todo caso·- en la Leyauto·
nómica se convierte en alternativo. La contradicción
pues. resulta clara. proyectándose. además. en una cues·
tión esencial para la vida municipal cual es la relativa
a la alteración de la capitalidad del Municipio.

E) El arto 148.2 se refiere a la declaración que ya
está prevista en el arto 75.5 L.RB.RL. Pero en éste se
establece que la declaración se formulará antes de la
toma de posesión. presentando un carácter material bási·
ca dicha previsión. pues en ella viene a garantizarse la
imparcialidad de 105 miembros de la Corporación. La
contradicción. por tanto. aparece con suficiente claridad.

F) El arto 168.3. c). al permitir que por Decreto se
creen órganos de coordinación para el ejercicio de fun·
ciones de asistencia y cooperación atribuidas a la Admi·
nistración de la Generalidad por la legislación de régimen
local. desconoce la garantía que el arto 58 L.R.B.RL ha
prevísto mediante la reserva de ley para la creación de
dichos órganos. De nuevo la contradicción es paladina.
pidiéndose la declaración de inconstitucionalidad.

G) Finalmente. el art. 287.2 vulnera la legislación
básica del Estado en materia de contratación adminis·
trativa. En efecto. las facultades a las que se refiere dicho

precepto. en los arts. 102 y 109 de la Ley de Contratos
del Estado (L.C.E.) están atribuidas al Ministerio de Eco·
nomía y Hac;:ienda y al Gobierno. respectivamente. Por
lo demás. el art. 102 está incluído en el Real Decreto
legislativo 931/1986. siendo. por tanto. formalmente
básico. Y el arto 109 lo es sin duda materialmente. pues
atribuye una facultad de extensión normativa que supone
una alteración jurídica que afecta a una pieza básica
del sistema de contratación administrativa. cual es la
tipología de 105 contratos administrativos. y dentro de
ella el instrumento de la clasificación. que puede exigirse
como requisito previo para concurrir. integrándose en
la delinición de la porción jurídica básica de 105 con·
tratistas frente a la Administración. Consideración ésta
que también es extensible al arto 102. Dado pues. el
carácter básico de las referidas normas estatales y de
las facultades que atribuyen. la norma autonómica que
las contradice incurre en inconstitucionalidad.

H) Concluye el Abogado del Estado suplicando de
este Tribunal dicte Sentencia por la que declare la incons·
titucionalidad de 105 preceptos impugnados. Mediante
otrosÍ,. al amparo del arto 161.2 C.E.• suplica se acuerde
la suspensión de 105 preceptos objeto del recurso.

3. Por providencia de 1 de agosto de 1987. la Seco
ción de vacaciones de este Tribunal acordó admitir a
trámite el recurso de inconstitucionalidad. adoptar las
medidas dispuestas en el arto 34.1 LOTC, tener por invo·
cado el art. 161.2 C.E. y. consecuentemente. a tenor
del arto 30 LOTC. por suspendida la vigencia y aplicación
de los preceptos impugnados y publicar. asimismo. la
incoación del recurso y la suspensión en el «Boletín Ofi·
cial del Estado» y en el «Diario Oficial de la Generalidad
de Cataluña» para general conocimiento.

4. Mediante escrito de su Presidente. presentado
el 11 de septiembre de 1987, el Congreso de 105 Dipu·
tados manifestó no hacer uso de las facultades de pero
sonación y formulación de alegaciones, poniendo a dis·
posición del Tribunal las actuaciones de la Cámara que
pudiera precisar.

Mlldiante escrito de su Presidente. presentado el 16
de septiembre de 1987. el Senado se personó en el
procedimie[1to y ofreció su colaboración a los efectos
del art. 88.1 LOTC.

5. Con fecha 13 de septiembre de 1987 tuvo entra·
da el escrito de alegaciones del Abogado de la Gene·
ralidad de Cataluña. en el que concluye suplicando sea
dictada Sentencia desestimatoria del recurso. declaran·
do que los preceptos de la Ley autonómica impugnados
se ajustan a la Constitución Española y al Estatuto de
Autonomía de Cataluña. Se fundamenta la oposición al
recurso en las siguientes consideraciones, resumidamen­
te expuestas:

A) Con carácter previo, se puntualiza de una parte,
que el legislador estatal no tiene libertad absoluta pues
la competencia básica del Estado encuentra su límite
en la correlativa competencia autonómica de desarrollo.
y de otro lado. se añade que la competencia autonómica
de desarrollo legislativo no tiene. en modo alguno. natu­
raleza reglamentaria. sino política. lo que constriñe la
competencia básica estatal. ciñéndola a la regulación
de los aspectos nucleares () esenciales de la materia,
ya que en otro caso se desconocería la capacidad de
elegir entre las diversas opciones legislativas que es con­
sustancial a la competencia de desarrollo legislativo.

Asimismo. considera el Abogado de la Generalidad
que en la relación bases·desarrollo no existe una situa
ción concurrencial al estilo de una doble titularidad simul­
tánea sobre una misma competencia. sino propiamente
una división de la potestad legislativa. con lo cual no
puede, decirse ·-tal como parece pretende' hacerlo el
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Abogado del Estado- que cualquier situación de con-
. flicto debe resolverse siempre a favor de la competencia

básica del Estado. En todo caso. la cláusula de preva­
lencia del arto 149.3 C.E no ha de ser utilizada por el
Tribunal Constitucional. dado que es el órgano que actúa
vinculado' exclusivamente por los parámetros constitu­
cionales y estatutarios en la interpretación de los diversos
títulos competenciales del Estado y de las Comunidades
Autónomas.

B) La impugnación del arto 168.3 c) de la Ley auto­
nómica no puede justificarse desde la consideración del
arto 58 L.RB.RL. -tal como pretende el Abogado del
Estado-. por cuanto el precepto autonómico en cuestión.
en su conjunto. contiene todos los elementos caracte­
rísticos de la técnica de coordinación prevista en el
arto 59 de la referida L.R.B.RL Lo cierto. además. es
que no podía ser de otra forma. ya que el arto 36.2
al. in fine. de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen
Local dispone que las Comunidades Autónomas han de
establecer la coordinación de las funciones de asistencia
y cooperación de las Diputaciones Provinciales precisa­
mente «de acuerdo con lo previsto en el arto 59 de esta
Ley». Por lo demás. la mención que en el precepto impug­
nado se hace a la creación de órganos de coordinación
con participación de Entes locales. dentro del contexto
general del precepto no supone sino la concreción del
derecho de participación que el arto 59 L.RB.RL. garan­
tiza. o. visto desde otra perspectiva. uno de los límites
que se establecen para el ejercicio de las funciones de
coordinación. .

En cuanto a la reserva de Ley que establece la Ley
Reguladora de las Bases del Régimen Local para la crea­
ción de órganos de colaboración con los Entes locales.
y dejando al margen la inaplicabilidad en el presente
caso del arto 58 L.RB.RL. el hecho de considerar básico
un elemento estrictamente formal. como es el estable­
cimiento de una reserva de Ley. no se ajusta en nada
a la noción material de las bases. sin perjuicio de que
con esa exigencia se está interviniendo en el sistema
de fuentes interno de la Comunidad Autónoma. Pero
es que. además. aun dando por válida esa reserva legal.
no debe olvidarse el principio general de que la reserva
legal admite normalmente la colaboración normativa del
reglamento.

C) En relación a la impugnación del arto 181 a). en
conexión con el arto 182. de la Ley autonómica. pun­
tualiza el Abogado de la Generalidad que en la medida
en que la asignación de recursos debe estar en relación
de correspondencia con el contenido competencial atri­
buido a cada entidad. cualquier modificación del régimen
competencial habrá de tener su reflejo en los ingresos
públicos. ya que no es posible disociar ambos aspectos.
Por tanto. la potestad en materia de régimen local y
organización territorial debe llevar inherente la capacidad
de poder adecuar a la nueva situación legal e institucional
el sistema de recursos económicos. así como también.
por ejemplo. el del personal o los medios naturales rela­
tivos a los servicios afectados. Pues bien. la Generalidad
de Cataluña ostenta la competencia exclusiva en materia
de régimen local (art. 9.8 EAC.l. sin perjuicio de la reser­
va estatal que establece el arto 149.1.18 C.E.. y dentro
de la materia régimen local se encuentra incluido el sis­
tema de financiación local.

De otra parte. aunque es cierto que el Estado es.
a su vez. competente en m¡¡teria de Hacienda General
(art. 149.1.14 C.El. esa competencia no puede en modo
alguno subsumir íntegramente todo el régimen de la
financiación local. privando así a las Comunidades Autó­
nomas de la competencia de desarrollo legislativo. Con­
secuentemente. cuando se trata de establecer el régimen
general y permanente de la Hacienda Local. el Estado

debe limitarse a regular los criterios básicos. permitiendo
a la Generalidad su desarrollo. función en la que deben
caber diferentes opciones. como es propio de la natu­
raleza legislativa de la competencia autonómica. sin que
pueda oponerse a ello la Disposición final séptima del
Texto Refundido en materia de Régimen Local. pues la
pretensión de que todo el Título VIII de dicho Texto Refun­
dido debe considerarse básico. es claramente incons­
titucional.

Asimismo. el arto 48. último párrafo. del EAC. refuer­
za aun más si cal:le la tesis que se mantiene. pues si
se entendiera que los criterios legales los fija totalmente
el Estado. no tendría razón de ser el mandato estatutario.
El carácter bifronte del régimen local nos lleva también
a una interpretación del precepto estatutario en el sen­
tido de garantizar una intervención material de la Gene­
ralidad en la distribución de los recursos. Por todo ello.
los arts. 181 al y 182 impugnados se ajustan plenamente
al régimen constitucidnal y estatutario de las compe­
tencias en materia de Hacienda Local. La Generalidad
es la que ha de distribuir las participaciones en ingresos
propios y del Estado (art. 48 EA.C.) y es perfectamente
posible que. a dicho efecto. cree un Fondo de Coope­
ración Local. si bien ese Fondo ha de distribuirse teniendo
en cuenta los criterios l:lásicos establecidos por el Estado
sobre la distribución de las participaciones en sus ingre­
sos destinados a los Entes locales de Cataluña.

Dl El arto 287.2 de la Ley de Cataluña impugnado
no altera el régimen legal de la clasificación de los con­
tratistas. No se modifica. en efecto. la regulación básica
estatal. sino que únicamente se engarza la misma con
el sistema organizativo propio de las Corporaciones loca­
les. en línea. por lo demás. con la propia modificación
del Reglamento General de Contratación del Estado por
el Real Decreto 2.528/1986. de 28 de noviembre (Dis­
posición final segunda).

Todo ello. en fin. sin que pueda olvidarse que la reser­
va de funciones básicas en el ámbito reglamentario y
aun más en el ejecutivo. sólo puede justificarse en casos
excepcionales. de manera que. en el presente supuesto.
la potestad del Estado para establecer la regulacíón gene­
ral en materia de clasificación de los contratos (a nivel
legal y reglamentario) parece suficiente para asegurar
el mfnimo común denominador normativo que la com­
petencia estatal debe asegurar.

E) Por último. los arts. 32.1. 148.2 Y 165.3 de la
Ley autonómica contienen ciertamente contradicciones
con la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local.
pero ello no se debe a la voluntad expresa de modifícar
la normativa básica. sino a errores terminológicos que
han pasado inadvertidos en la elaboración de la Ley.
El caso del arto 32.1. por ejemplo. es bien ilustrativo
de lo que se dice. ya que en el art. 112.2 d) de la misma
Ley 8/1 987 se trata esta cuestión correctamente. esta­
bleciendo el sistema de votación reforzada que prevé
la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local. En
consecuencia•. anuncia el Abogado de la Generalidad que
es intención de ésta proceder de inmediato a la sub­
sanación de estos errores a través del procedimiento
que en cada caso corresponda. con lo cual el presente
recurso quedará sin objeto en lo que se refiere a la impug­
nación de estos tres preceptos.

6. El Presidente del Parlamento de Cataluña.
mediante escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
21 de septiembre de 1987. formuló las siguientes ale­
gaciones. resumidamente expuestas ahora:

A) La impugnación del arto 181 al. en conexión con
el art. 182. es la que mayor trascendencia práctica pre­
senta. Los arts. 149.1.14 y 18 C.E. no dan. sin embargo.
apoyatura suficiente para impedir la competencia legis­
lativa de la Comunidad Autónoma de Cataluña en orden
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a fijar los criterios de distribución de las participaciones
de los Entes locales en los ingresos estatales, pues dichos
preceptos constitucionales reservan al Estado sólo la
regulación principal de la materia, dejando abierta la posi­
bilidad de que el desarrollo de la misma corresponde
a las Comunidades Autónomas.

De este modo. los criterios legales a los que alude
el arto 48.2 del EA.C. deben necesariamente encontrarse
tanto en la legislación básica estatal como en la de
desarrollo de la Generalidad, ya que, si no fuese asl,
no tendría razón de ser el mandato claro y expreso de
que los ingresos se perciban a través de la Generalidad.
Además, el arto 48 EA.C. se refiere a las subvenciones
que califica de incondicionadas, agrupándolas con las
participaciones en impuestos y excluyendo a las sub­
venciones condicionadas, lo que quiere decir que ellegis­
lador era consciente de que estos ingresos podían ser
redistribuidos por la Generalidad. y, de otra parte, el
referido precepto estatutario utiliza la expresión ..criterios
legalesl>, sin distinguir si se trata de leyes estatales o
autonómicas, con lo que viene a admitirse que esas leyes
puedan ser de la Generalidad. Añade el Presidente del
Parlamento de Cataluña que el Real Decreto legislativo
781/1 986, por el que se aprueba el Texto Refundido
en materia de Régimen local desconoce las competen­
cias de la Generalidad y amplía a exclusiva la compe­
tencia estatal. siendo la lógica de dicho Texto Refundido
la que preside el recurso ahora planteado, a pesar de
lo declarado en el arto 178 de la propia ley autonómica
impugnada.

B) En relación con el arto 168.3 c), la tesis del Abo­
gado del Estado es que no sólo existe en la materia
a la que se refiere una reserva de ley, sino que esta
reserva tiene carácter de absoluta. Sin embargo, en mate­
ria de organización administrativa, aunque rige el prin­
cipio de la primacía de la ley, la ley no es el fundamento
imprescindible, ni debe necesariamente contener los ele­
mentos arquitecturales básicos de la normativa (art.
103.2 C.E). Es asl como debe interpretarse el arto 58
loRB.RL, pues dicho precepto no pretende establecer
una reserva absoluta de ley, la referencia aquí a la ley
es debida a la obligación de participar en el órgano de
otras Administraciones Públicas, pero en todo lo demás,
la materia es interna y abierta al Reglamento. Por tanto,
dada la habilitación legal contenida en el precepto impug­
nado, nada impide la remisión al Reglamento. AsI lo evi­
dencia, además, el propio arto 58.1, párrafo 2.0

, loRB.RL,
sin que haya motivo alguno para pensar que los órganos
de colaboración con los Entes locales creados por las
Comunidades Autónomas afecten más a la autonomla
local que los creados por el Estado y que respecto a
aquéllas la reserva legal deba tener menos alcance. De
ahí que sea correcta la utilización por la norma impug­
nada de la misma técnica empleada por la legislación
estatal.

A mayor abundamient\l~ hay que considerar que difí­
cilmente puede resultar lesiva para la autonomía local
la constitución de UROS órganos en que participen los
Entes locales, cuando su función, de acuerdo con la ley
Reguladora de las Bases del Régilll8n local, es mera­
mente consultiva y la de<¡i$ión corrllsponde al Gobierno
de la Generalidad.

C) En la impugnación del arto 287.2, el Abogado
del Estado no distingue entre la regulación material que
tiene carácter básico y la atribución orgánica de la com­
petencia, que obviamente no la.tiene, pues la aplicación
de la legislación estatal de contratos no supone, en nin­
gún caso, que los órganos estatales sean órganos de
contratación de las demás Administraciones Públicas.
En este sentido, debe tenerse en cuenta, además, que
de lo dispuesto en las Disposiciones finales primera y

segunda del Real Decreto 2.528/1986, de 28 de
noviembre, que modifica el Reglamento de Contratación
del Estado, se desprende una declaración formal en el
sentido del carácter no básico de la atribución de com­
petencia a órganos estatales. Por tanto, es correcta la
solución adoptada por el artículo impugnado.

O) Tras señalar que el Parlamento de Cataluña
renuncia a formular alegaciones acerca de los demás
preceptos que han sido objeto de impugnación, concluyó
suplicando de este Tribunal dicte Sentencia por la que,
desestimando las peticiones contenidas en la demanda,
se declare expresamente la constitucionalidad de los
arts. 181 a); 168.3 c); y 287.2 de la ley impugnada.

7. Con fecha 16 de diciembre de 1987, y tras el
preceptivo trámite de alegaciones, por Auto del Pleno
de este Tribunal se acordó mantener la suspensión de
la vigencia de los arts. 32.1; 148.2; 165.3 y 287.2, y
el levantamiento de la suspensión de los· arts. 168.3
c) y 181 a), de la ley 8/1987, Municipal y de Régimen
local de Cataluña impugnada.

8. Por providencia de fecha 10 de noviembre de
1993, se señaló el día 12 del mismo mes y año para
la deliberación y votación de esta Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se impugnan en este recurso de inconstitucio:
nalidad determinados preceptos de la ley 8/1987,
de 15 de abril, Municipal y de Régimen local de Cata­
luña. Siguiendo el orden establecido por el Abogado del
Estado en su demanda, los preceptos impugnados son
los siguientes: los arts. 181 a) y 182.1 y 2, relativos
a los ingresos de los Entes locales consistentes en par­
ticipaciones en ingresos estatales y en subvenciones
incondicionadas; el arto 32.1 concerniente al cambio de
capitalidad del Municipio; el arto 148.2 sobre régimen
de incompatibilidades de los miembros de las Corpo­
raciones locales; el.art. 165.3 relativo al plazo para efec­
tuar el requerimiento previo a la impugnación de los
actos de un ente local por parte de la Comunidad Autó­
noma; el arto 168.3, c), sobre creación de órganos de
coordinación. Todos estos preceptos serían, segú" el
Abogado del Estado, contrarios a la legislación estatal
básica en materia de régimen local (ley 7/1985, de
2 de abril. Reguladora de las Bases del Régimen local).
Se impugna también el arto 287.2, referente a la cla­
sificación de contratistas, por supuesta infracción de la
legislación básica estatal en materia de contratación
administrativa.

2. la primera de las impugnaciones realizadas por
el Gobierno de la Nación contra la ley Municipal y de
Régimen local de Cataluña se refiere a losarts. 181
a) y 182.1 y 2 de la precitada ley, preceptos que esta­
blecen la competencia de la legislación catalana sobre
finanzas locales para fijar los criterios de distribución
de los ingresos de los Entes locales consistentes en par­
ticipaciones en ingresos estatales y de la Generalidad
y en subvenciones incondicionadas [arto 181 a)]. Asi­
mismo, establece la ley catalana que el importe de
dichas participaciones se destinará a integrar el fondo
de cooperación local de Cataluña cuya distribución, de
conformidad con lo dispuesto en el arto 48.2 del Estatuto
de Autonomía, corresponderá a la Generalidad mediante
la ley anual de Presupuestos.

A) Según el Abogado del Estado, 10b ...,,,ceptos
impugnados, a pesar de lo establecido en el arto 178
de la misma ley ("la Generalidad regulará las finanzas
de los Entes locales de Cataluña en el marco de lo esta­
blecido por la legislación básica del Estado"), regulan
una materia de competencia estatal [arts. 149.1.14
y 18 C.E. y 5 E) de la loRB.RL]. En concreto, argumenta
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el Abogado del Estado, los preceptos autonómicos
impugnados adoptan una regulación diferente a la esta­
blecida por la legislación estatal en los arts. 394.1. 2.
5 Y 6 Y 410 del Real Decreto legislativo 781/1986
(T.R.RL).

Frente-a ello, tanto la Generalidad como el Parlamento
de Cataluña defienden la constitucionalidad de los pre­
ceptos impugnados invocando la competencia de la
Comunidad Autónoma en materia de régimen local (arts.
9.8 y 48 E.A.C.), dentro de la que se incluye el sistema
de financiación local. La Generalidad es la que ha de
distribuir las participaciones de los Entes locales en ingre­
sos propios y del Estado, si bien esa distribución, a través
del Fondo de Cooperación local. ha de hacerse teniendo
en cuenta los criterios básicos establecidos por el Estado
sobre la distribución de las participaciones en sus ingre­
sos destinados a los Entes locales de Cataluña. A ello
añade el Parlamento catalán que el arto 48 EA.C. se
refiere a las subvenciones que califica de incondiciona­
das y excluye a las condicionadas, lo que quiere decir
que el legislador era consciente de que estos ingresos
podían ser redistribuidos por la Generalidad. .

B) Planteada en estos términos, la cuestión que se
suscita ha de ser resuelta teniendo presente la doctrína
contenida en nuestras SSTC 96/1990 y 237/1992 acer­
ca de las competencias del Estado sobre la regulación
de los ingresos de los Entes locales consistentes en par­
ticipaciones en ingresos estatales y en subvenciones
incondicionadas.

En estas Sentencias, que declararon conformes con
la Constitución los preceptos de Leyes estatales de Pre­
supuestos Generales que fijaban criterios para el reparto
de los ingresos antes mencionados, que habían sido
impugnados por las Comunidades Autónomas de Cata­
luña. Galicia y País Vasco en el caso de la STC 96/1990
y por el País Vasco y Galicia en la STC 237/1992, este
Tribunal declaró la competencia del Estado para esta­
blecer dichos criterios. Al respecto, hemos dicho que
la participación de las Corporaciones locales en los tri­
butos del Estado prevista en el arto 142 C.E constituye
una de las fuentes de financiación constitucionalmente
posible, a través de la cual se pretende dotar al conjunto
de Entes locales de la necesaria suficiencia de fondos
para el cumpli"miento de las funciones que legalmente
les han sido encomendadas, esto es, para posibilitar y
garantizar, en definitiva, el ejercicio de la autonomía local
constitucionalmente reconocido (arts. 137, 140 y 14'1
C.E). Es justamente el carácter que reviste la partici­
pación de las entidades locales en los tributos del Estado,
en cuanto garantía de su autonomía, lo que convierte
a aquella participación en garante del funcionamiento
de la Hacienda Local dentro del conjunto de la Hacienda
General y, en consecuencia, lo que la constituye en ele­
mento básico de ésta. Por ello hemos declarado que
es precisamente al legislador estatal a quien incumbe
dar efectividad a los principios de suficiencia de las
Haciendas Locales (art. 142 C.E) y de solidaridad yequi­
librio territorial (art. 138 C.E), de ahí que le corresponda
el señalamiento de los criterios para el reparto de la
participación que se les conceda en los ingresos esta-
tales. .

Debemos concluir ahora -en el mismo sentido en que
lo hicimos respecto del arto 49.2, último párrafo. del Esta­
tuto Autonómico de Galicia, de idéntico contenido que
el arto 48.2, último párrafo del Estatuto catalán- que en
este último precepto, que es el que ahora nos incumbe,
aparece con claridad la existencia de una fuente -el
Estado- y de un canal o cauce -la Comunidad Autó­
noma- con un marco normativo, la Ley, que ha de ser
la Ley estatal (STC 237/1992, fundamento jurídico 6.°).
Así, pues, es al Estado, y no a la Comunidad Autónoma

de Cataluña, como ha dispuesto el arto 181 a) de la
Ley impugnada, extralimitándose, por consiguiente, de
la competencia que constitucional y estatutariamente
tiene atribuida, a quien corresponde fijar los criterios
de distribución de los ingresos de los Entes locales con­
sistentes en participaciones en ingresos estatales.

C) Lo dicho resulta aplicable tanto a los ingresos
de los Entes locales consistentes en participaciones en
los ingresos del Estado, como a las denominadas sub­
venciones incondicionadas. Como hemos tenido opor­
tunidad de manifestar al respecto, se trata de subven­
ciones que no responden a una finalidad o acción de
fomento y que, si bien formalmente están caracterizadas
como subvenciones, en realidad encubren meras dota­
ciones presupuestarias destinadas a cubrir las necesi­
dades de financiación de un determinado ente, en este
caso los Entes locales, o servicio público y que sólo impro­
piamente o en una acepción muy genérica pueden asi­
milarse a las subvenciones en sentido estricto, consti­
tuyendo en realidad transferencias presupuestarias para
asegurar la suficiencia financiera del ente público recep­
tor (como es el caso de las subvenciones a las entidades
locales destinadas a asegurar su equilibrio financiero).
o sencillamente, una forma de financiación del mismo
(STC 13/1992, fundamento jurídico 6.°).

Es claro, como dijimos en la Sentencia que se acaba
de citar, que el Estado tiene competencia para otorgar
a los Entes públicos territoriales subvenciones con cargo
a los Presupuestos Generales destinadas a cubrir su défi­
cit real y a asegurar el equilibrio financiero de las Hacien­
das Territoriales. Competencia que encuentra su título
más apropiado en el de «Hacienda General.. del arto
149.1.14 C.E cuando tal medida coyuntural tiene por
objeto directo la relación entre la Hacienda estatal y
las Haciendas Locales. Yes igualmente claro, como tam­
bién se dijo en la STC 179/1985 (fundamento jurídi­
co 1.°), que una medida de este género ha de incluir
necesariamente todos los preceptos que se consideren
necesarios para alcanzar el f,n previsto, respecto del cual
tienen un carácter puramente «instrumenta!>•. Pues bien,
el hecho de que las denominadas subvenciones incon­
dicionadas no tengan una vinculación o afectación a
una acción de fomento concreto no altera la compe­
tencia del Estado para fijar los criterios de reparto de
las mismas entre sus destinatarios (Entes locales en el
presente caso), pues ambos conceptos -vinculación de
las subvenciones y reparto de las mismas entre los Entes
locales- no son sinónimos ni están en una relación de
reciprocidad. Quiere decirse con ello que las subven­
ciones del Estado a los Entes locales, con o sin vincu­
lación específica a una acción de fomento concreta, no
dejan de ser una fuente de financiación estatal a dichos
Entes que, al igual que la participación en los ingresos
del Estado, constituye una garantía de funcionamiento
de la Hacienda Local dentro del conjunto de la Hacienda

. general, lo que 6n último término significa garantía del
ejercicio de la autonomía constitucionalmente recono­
cido (arts. 137, 140 y 141 C.E). Siendo ésta la finalidad
de dichas subvenciones, es claro que incumbe al Estado
la determinación de unos criterios homogéneos y uni­
formes de distribución de los mismos entre los distintos
Entes locales, con independencia de cuál sea su destino
material concreto.

D) No puede decirse lo mismo, ni lo pretende tam­
poco el Abogado del Estado, respecto de la referencia
que el art. 181 a) de la Ley impugnada hace a los ingresos
de los Entes locales procedentes de las participaciones
en ingresos de la Generalidad y de las subvenciones
incondicionadas que ésta les otorgue.

El poder de gasto de las Comunidades Autónomas
con cargo a su propio Presupuesto (SSTC 39/1982, fun-
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damento jurídico 5.0
, 14/1989, fundamento jurídico 2. 0

•

y 13/1992, fundamento jurídico 6.0
), que es consecuen­

cia de la vinculación de su autonomía financiera "al
desarrollo y ejecución de las competencias que, de acuer­
do con la Constitución, les atribuyan las Leyes y sus
respectivos Estatutos» (arts. 156.1 C.E. y 1.1 L.O.F.C.A.),
de un lado. y la titularidad. con carácter exclusivo -sin
perjuicio de lo dispuesto en el arto 149.1.18 C.E.- en
materia de régimen local (art. 9.8 EA.C.). de otro, legi­
timan a la Comunidad Autónoma de Cataluña para esta·
blecer los criterios de reparto de los ingresos que los
Presupuestos de la Generalidad destinen a los Entes loca­
les de Cataluña. Razón por la cual la tacha de incons­
titucionalidad. que como ha quedado dicho, afecta al
arto 181 a) de la Ley 8/1987, no alcanza a lo dispuesto
en este precepto en relación con los ingresos consis­
tentes en participaciones en ingresos de la Generalidad.

3. En conexión con el art. 181 a) de la Ley catalana
8/1987 impugna el Abogado del Estado el art. 182.
apartados 1 y 2 que considera igualmente contrario a
la legislación básica estatal por crear un Fondo de Coo­
peración Local. nítidamente catalán, que Se nutrirá. entre
otros ingresos, con los del Estado. Razona el Abogado
del Estado que las condiciones de distribución de los
ingresos que nos ocupan. establecidas para todo el Esta­
do. resultarían alteradas con la incorporación de nuevos
criterios de distribución que resulten de la especificación
concreta que Se aplica al hecho catalán. A las alega­
ciones del Abogado del Estado se opone la Generalidad
de Cataluña argumentando que si ésta eS competente
para distribuir las participaciones en ingresos propios
y del Estado (art. 48 E.A.C.) eS perfectamente posible
que a dicho efecto cree un Fondo de Cooperación Local.
alegación que debe ser acogida por las razoneS que inme­
diatamente Se expresan.

A) En efecto. como ha quedado dicho en nuestra
STC 96/1990 (fundamento jurídico 7.0

), el art. 48.2
EA.C. no atribuye a la Comunidad Autónoma la fijación
de los criterios de distribución de la participación de
los Entes locales en los tributos del Estado, porque dicha
participación constituye un elemento básico de la
Hacienda General que. como tal. incumbe regular al Esta­
do en su condición de titular de la doble competencia,
convergente aquí. sobre la Hacienda General y para esta­
blecer las bases del régimen jurídico de Administraciones
Públicas (arts. 149.1, 14 Y 18 C.E.). Lo que sí Se deriva,
por el contrario. del mencionado arto 48.2 EA.C. eS la
competencia 'de la Comunidad Autónoma para distribuir
entre los Entes locales de su territorio la participación
de éstos en los tributos del Estado (SSTC 96/1990. fun­
damentos jurídicos 7.0 y 8.0 y 237/1992, fundamento
jurídico 6.0

). Así, pues. si, conforme a esta doctrina, la
Comunidad Autónoma actúa como canal o cauce de
distribución de estos ingresos (STC 237/1992, funda­
mento jurídico 6.0

) nada Se opone, por cuanto no cons­
tituye un elemento básico de la Hacienda General. a
que la Comunidad Autónoma de Cataluña instrumente
eSe reparto a través de un Fondo de Cooperación Local.
siempre que, al efectuarlo respete los criterios de dis­
tribución establecidos por el Estado en el ejercicio de
una competencia que constitucionalmente le correspon­
de. En consecuencia ha de entenderse, por todo cuanto
Se ha dicho en relación con el apartado a) del arto 181
de la Ley impugnada, que el art. 182.1 y 2 de la citada
Ley no es inconstitucional. siempre que se entienda que
la alusión a los «criterios que legalmente se establezcan»
que contiene el apartado 2 del citado precepto se refiere
a la legislación estatal. relativa, a su vez, a la participación
en ingresos del Estado.

S) No eS obstáculo para lo que acaba de mantenerse
la alegación del Abogado del Estado en el sentido de

que la distribución por medio de un Fondo de Coope­
ración Local nítidamente catalán alteraría las condiciones
de reparto establecidas para todo el Estado. Y no lo
eS porque no puede olvidarse el carácter bifronte del
régimen local (SSTC 84/1982, fundamento jurídico 4.0

,

y 214/1989. fundamentos jurídicos 11. 12 y 20) que
posibilita fórmulas e instrumentos de cooperación de
las Comunidades Autónomas con los Entes locales como
el previsto en el precepto impugnado.

Junto a la relación directa Estado-Corporaciones loca­
les, existe también una relación. incluso más natural e
intensa, entre éstas y las propias Comunidades Autó­
nomas (STC 214/1989, fundamento jurídico 29). Y en
el aspecto concreto que ahora nos interesa. Cataluña
no sólo tiene competencia exclusiva en materia de régi­
men local (sin perjuicio de lo establecido en el arto
149.1.18 C.E), sino que al igual que el resto de las
Comunidades Autónomas está obligada a velar por su
propio equilibrio territorial y por la realización interna
del principio de solidaridad (art. 2.2 L.O.F.C.A.). En tal
sentido resulta indiscutible su competencia para crear
un Fondo de Cooperación Local. integrado por las par­
ticipaciones de los Entes locales en ingresos del Estado
y de la Generalidad. que repartirá atendiendo a las pecu­
liaridades específicas de los Entes locales de su territorio.
en el ejercicio de la tutela financiera que sobre los mis­
mos le corresponde en virtud de lo establecido en el
arto 48.1 de su Estatuto de Autonomía. Todo ello sin
perjuicio de que la distribución haya de hacerla respe­
tando los criterios de reparto establecidos por el Estado,
cuando se trate de ingresos estatales. y aplicando los
criterios que la propia Comunidad Autónoma establezca
cuando Se trate de participación en ingresos propios.

4. En un segundo bloque de alegaciones Se encuen­
tran los arts. 32.1. 148.2 y 165.3 de la Ley 8/1987
que el Abogado del Estado impugna invocando su
supuesta contradicción con los arts. 47.2 d), 75.5 y 68.2,
respectivamente. de la L.R.S.R.L., preceptos cuya con­
dición de norma básica eS evidente. según el Abogado
del Estado.

A) El art. 32.1 de la Ley 8/1987 establece que el
cambio de capitalidad del Municipio deberá ser adoptado
por su Ayuntamiento con el voto favorable de las dos
terceras partes del número de hecho o el de la mayoría
absoluta del número legal de miembros de la corpo­
ración. Por su parte. el art. 47.2 d) L.R.S.R.L. exige para
la alteración de la capitalidad del Municipio el voto favo­
rable de las dos terceras partes del número de hecho
y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal
de miembros de la Corporación.

La contradicción entre ambos preceptos es manifiesta
por cuanto, como advierte el Abogado del Estado, lo
que en la Ley estatal aparece como una regla acumu­
lativa exigible en todo caso (la mayoría absoluta junto
a las dos terceras partes del número de hecho), en la
Ley catalana aparece como una alternativa, de tal manera
que el cambio de la capitalidad de los Municipios de
esa Comunidad Autónoma puede efectuarse. según el
art. 32.1 de la Ley 8/1987, con el Voto favorable de
las dos terceras partes del número de hecho o con el
de la mayoría absoluta del número legal de miembros
de la Corporación.

Constatada, así. la patente contradicción entre el pre­
cepto estatal y el autonómico, reconocida. por cierto,
por la propia Generalidad. sólo nos resta determinar si
la previsión contenida en el arto 47.2 d) L.R.S.R.L. tiene
o no el carácter básico que le atribuye el Abogado del
Estado y que la Comunidad Autónoma tampoco discute.
A lo que ha de responderse que en efecto lo tiene. y
así lo declaramos en nuestra STC 33/1993 (fundamento
jurídico 3. 0

) a propósito del arto 47 L.R.S.R.L. al decir
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que de los aspectos esenciales del modelo de autonomía
local garantizado en todo el Estado atañe al funciona­
miento democrático de los órganos de gobierno de las
Corporaciones locales y, dentro de él. en concreto. a
lo que afecta al quórum y mayorias necesarias para la
adopción de los acuerdos de los órganos colegiados
superiores, ya que los preceptos relativos a estas cues­
tiones definen precisamente un modelo de democracia
local. Siendo ello así, y constatada la contradicción exis­
tente entre la norma básica del Estado y la norma auto­
nómica que se impugna, debemos acoger la pretensión
del Abogado del Estado de declarar la inconstituciona­
lidad del art. 32.1 de la Ley 8/1987.

Esta conclusión no puede quedar enervada por la
alegación hecha por la Generalidad de Cataluña en el
sentido de que la contradicción, ciertamente existente,
no se debe a la voluntad expresa de modificar las normas
básicas, sino a errores terminológicos que la Generalidad
tiene intención de subsanar de inmediato. Prueba de
ello, razona la Generalidad, es que el arto 112.2 d) de
la Ley 8/1987 trata la cuestión correctamente, esta­
bleciendo el sistema de votación reforzado que prevé
la L.R.B.R.L. Pues bien, en contra de lo que sostiene
la Generalidad, debemos concluir que el que se califica
como error terminológico no ha sido modificado o dero­
gado por norma con rango de Ley posterior alguna, razón
por la cual el objeto del juicio de constitucionalidad no
puede ser otro que el vigente arto 32.1 de la Ley 8/1987,
con independencia de que otros preceptos de la Ley
referidos al régimen de adopción de acuerdos hayan
regulado la materia correctamente, esto es, respetando
la legislación básica estatal.

B) El art. 148.2 de la Ley catalana se refiere a la
declaración de los bienes y actividades privadas por parte
de todos los miembros de las Corporaciones locales.
Pero cabe observar que esta exigencia también se con­
tiene en el apartado 1 de este precepto, donde se dis­
pone que los miembros de las Corporaciones locales
han de formular la mencionada declaración «antes de
tomar posesión del cargo», lo que se acomoda con lo
establecido en el arto 75.5 L.R.B.R.L. Mientras que el
precepto impugnado, el art. 148.2, pese a referirse a
la misma declaración, contiene una previsión distinta res­
pecto al momento en que ha de presentarse, al disponer
que se formulará «dentro del mes siguiente a la fecha
de acceso pleno a la condición de miembro de la cor­
poración...». De manera que, con independencia de la
contradicción existente entre uno y otro apartado del
art. 148 de la Ley catalana, es evidente la contradicción
entre la norma estatal y la autonómica como, por lo
demás, así se admite por la Generalidad.

Así, pues, dada la evidente contradicción del arto 148.2
de la Ley catalana con una norma estatal (art. 75.5
L.R.B.R.L.) de indiscutible carácter básico, por cuanto ata­
ñe al régimen de incompatibilidades de los miembros
de las Corporaciones locales (SSTC 49/1988, fundamen­
to jurídico 21; 178/1989, fundamento jurídico 6. 0 y
61/1993, fundamento jurídico 3.°), el precepto impug­
nado ha de ser declarado inconstitucional. sin que las
alegaciones de la Generalidad, idénticas a las formuladas
para el art. 32.1 puedan enervar la anulación del pre­
cepto, por las razones que han quedado expuestas en
el párrafo anterior.

C) Finalmente, por lo que respecta al segundo blo­
que de impugnaciones efectuadas por el Abogado del
Estado, el arto 165.3 de la Ley Municipal y de Régimen
Local de Cataluña establece un plazo de dos meses para
formular el requerimiento que con carácter facultativo
puede preceder a la impugnación de los actos y acuerdos
de un ente local por parte de la Comunidad Autónoma.
Frente a ello, el arto 65.2 L.R.B.R.L. -y no el arto 68.2

que inadvertidamente invoca el Abogado del Estado­
establece que dicho plazo es de quince días hábiles a
partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.
La contradicción es, una vez más, evidente, y así lo admi­
te, también para este caso, la propia Generalidad de
Cataluña. Ello ha de llevarnos necesariamente a la con­
clusión de que, siendo el arto 65.2 L.R.B.R.L. una norma
de carácter básico, por cuanto que regula un aspecto
esencial del régimen jurídico de las Administraciones
locales (la impugnación de sus actos y Acuerdos por
parte de la Administración del Estado y de las Comu­
nidades Autónomas), el arto 165.3 de la Ley Municipal
y de Régimen Local de Cataluña (L.M.R.L.C.) debe ser
declarado inconstitucional.

La oposición que la Generalidad formula a la pre­
tensión del Abogado del Estado -idéntica a la de los
arts. 32.1 y 148.2 L.M.R.L.C., antes examinados- debe
ser rechazada 'por las razones que han quedado expues­
tas.

5. Se impugna también en el presente recurso de
inconstitucionalidad el art. 168.3 c) L.M.R.L.C., por con­
siderar que, al permitir que por Decreto se creen órganos
de coordinación para el ejercicio de las funciones de
asistencia y cooperación atribuidas a la Administración
de la Generalidad por la legislación de régimen local,
desconoce la garantía que el art. 58 L.R.B.R.L. ha pre­
visto, mediante la reserva de Ley, para la creación de
dichos órganos.

La Generalidad de Cataluña, por su parte, en defensa
de la constitucionalidad del precepto citado, alega que
éste se incardina en las previsiones del art. 59 L.R.B.R.L.,
y no en el arto 58 de la misma Ley, en contra de lo
que sostiene el Abogado del Estado. Además, considerar
básico un elemento estrictamente formal, como es el
establecimiento de una reserva de Ley, no se ajusta a
la noción material de las bases, sin perjuicio de que
con esa exigencia se está interviniendo en el sistema
de fuentes interno de la Comunidad Autónoma. El Par­
lamento de Cataluña. por su parte, alega que es correcta
la utilización que el precepto impugnado hace de la téc­
nica de remisión al Reglamento; técnica que, por lo
demás. utiliza el propio art. 58.1, párrafo segundo, de
la L.R.B.R.L. para la creación de estos órganos por parte
del Estado.

A) Lo primero que debemos determinar es si, por
su contenido, el precepto impugnado [art. 168.3 e)
L.M.R.C.L.] ha de considerarse desarrollo legislativo del
arto 58 L.R.B.R.L. o, por el contrario, del arto 59 de la
misma Ley, ya que el Abogado del Estado basa su impug­
nación en la deslegalización que la Ley Autonómica
habría operado respecto de la reserva de Ley contenida
en el apartado 1 del arto 58.1 C.E.; reserva que, sin embar­
go, no aparece en el art. 59 de la Ley básica estatal.

Al respecto, procede señalar, ante todo, que los art•.
58 y 59 L.R.B.R.L. no constituyen precisamente un ejem­
plo de buen cumplimiento de la exigencia de claridad
y precisión que, según hemos dicho, al igual que de
las normas básicas, resulta predicable de las normas
coordinadoras (STC 182/1988, fundamento jurídico 5.°).
No obstante la referencia común por parte de ambos
preceptos (arts. 58 y 59 L.R.B.R.L.) a la coordinación
administrativa, este Tribunal ha distinguido entre coor­
dinación y cooperación, declarando al respecto que la
diferencia existente entre las técnicas de cooperación
y las de coordinación -voluntariedad en la primera frente
a imposición en la segunda- encuentra una adecuada
expresión en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen
Local. que junto a los arts. 57 y 58, en los que se expresan
esas técnicas cooperativas, en los arts. 10.2, 59 y 62,
se concretan facultades de coordinación de las Admi-
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nistraciones Públicas [STC 214/1989, fundamento jurí­
dico 20 f)].

B) Volviendo al precepto impugnado debemos
poner de manifiesto ahora que los dos apartados pri­
meros del arto 168 L.M.R.L.C. se refieren a la cooperación,
mientras que el resto del precepto lo hace a técnicas
de coordinación. Es evidente, pues, que el precepto
impugnado regula las facultades de coordinación que
sobre los Entes locales corresponde ejercer a la Gene­
ralidad de Cataluña, por lo que, en consecuencia,y de
conformidad con la STC 214/1989 antes citada, el mar­
co de legislación básica que limita esas previsiones legis­
lativas contenidas en el precepto impugnado no puede
ser el arto 58 L.R.B.R.L., que, según hemos dicho, regula
la cooperación, sino el arto 59 de la misma Ley,
que es el que contempla las técnicas de coordinación
[STC 214/1989, fundamento jurídico 20 fl). Prueba de
ello es la referencia del precepto citado al arto 10.2 de
la propia Ley.

Pues bien, una vez enmarcado el precepto impugnado
dentro de las técnicas de coordinación, es manifiesto
que la legislación autonómica al facultar al Gobierno de
la Generalidad para crear por Decreto los órganos de
coordinación pertinentes ha respetado la legislación bási­
ca del Estado que, al respecto, prevé la posibilidad de
que las Leyes de las Comunidades Autónomas atribuyan
al Consejo de Gobierno la facultad de coordinar la acti­
vidad de la Administración Local. Eso es exactamente
lo que ha hecho la Ley catalana 8/1 9B7 al prever que
corresponde al gobierno autonómico establecer los cri­
terios de coordinación sobre los Entes locales, y, en con­
creto. crear por Decreto los órganos de coordinación
pertinentes. Todo lo cual ha de llevarnos a afirmar la
constitucionalidad del arto 168.3 L.M.R.L.C.

C) A la conclusión anterior llegaríamos incluso si,
como pretende el Abogado del Estado, aplicásemos,
como parámetro de nuestro juicio de constitucionalidad.
el arto 58 y no el 59 L.R.B.R.L. En tal hipótesis, que
podría encontrar algún apoyo en el argumento de que
el precepto impugnado en realidad mezcla técnicas de
coordinación con técnicas de cooperación (..."criterios
de coordinación en el ejercicio de las funciones de...
cooperación...), la conclusión,como acabamos de decir.
sería la misma por cuanto. por las razones que inme­
diatamente se expresan, no puede considerarse como
un elemento básico la reserva de Ley que hace el
arto 58.1 L.R.B.R.L.

En efecto. como declaramos en nuestra STC
214/1989 [fundamento jurídico 20 f)J, es constitucio­
nalmente legítimo que el Estado haya previsto con carác­
ter general la creación e institución de estos órganos
de colaboración. Tal previsión genérica es plenamente
constitucional. pues constituye una manifestación orgá­
nica del principio de colaboración al que la propia estruc­
tura territorial del Estado necesariamente aboca
[STC 214/1989, fundamento jurídico 20 e)J.

Ahora bien, es de observar que el Abogado del Estado
no ofrece argumento alguno sobre la naturaleza básica
de la reserva de Ley contenida en el arto 58.1 L.R.B.R.L.
Y no se justifica, ni se alcanza a saber por qué ha de
ser básico que los órganos que las Comunidades Autó­
nomas instrumenten para la coordinación de los Entes
locales sean creados por Ley. Antes, al contrario. por
la finalidad que persiguen [flexibilizar y prevenir disfun­
ciones derivadas del propio sistema de distribución de
competencias. según la STC 214/1989, fundamento
jurídico 20 f)J los instrumentos de coordinación han de
ser flexibles, lo que se compadece mal con la rigidez
que es consustancial a la Ley. Baste pensar que el propio
arto 58.1 de la L.R.B.R.L.. en el párrafo siguiente a aquél
que contiene la reserva de Ley. habilita al Gobierno para

crear en cada Comunidad Autónoma una Comisión Terri­
torial de Administración Local. Por todo ello debemos
desestimar la pretensión del Abogado del Estado de
declarar inconstitucional el arto 168.3 c) de la L.M.R.L.C.

6. Finalmente, se impugna el arto 287.2 de la Ley
catalana 8/1987. Dicho precepto otorga al pleno de
la Corporación local las competencias que, sobre sus­
pensión de la clasificación de contratistas y extensión
de las normas de clasificación del contrato de obras
al contrato de suministro, otorgan los arts. 102 y 109.
respectivamente. de la Ley de Contratos del Estado
(L.C.E.) a órganos estatales. En este caso, evidentemente,
la inconstitucionalidad del precepto en cuestión vendría
determinada por la infracción de la legislación estatal
básica en materia de contratación administrativa.

A) En apoyo de su pretensión de declaración de
inconstitucionalidad. el Abogado del Estado argumenta
que el arto 102 L.C.E. está incluido en el Real Decreto-ley
931/1986. siendo, por tanto. formalmente básico. El
arto 109 L.C.E., argumenta el Abogado del Estado, lo
es materialmente por cuanto atribuye una facultad de
extensión normativa que supone una alteración jurídica
que afecta a una pieza básica del sistema de contratación
administrativa cual es la tipología de los contratos. A
ello se opone la Generalidad de Cataluña alegando que
el precepto impugnado no modifica la regulación básica
estatal. sino que la engarza con el sistema organizativo
propio de las Corporaciones locales, en línea con la pro­
pia modificación del Reglamento General de Contrata­
ción del Estado por el Real Decreto 2.528/1986 (Dis­
posición final segunda). El Parlamento de Cataluña, por
su parte, sostiene que el Abogado del Estado no dis­
tingue entre la regulación material. que tiene carácter
básico. y la atribución orgánica de la competencia que,
obviamente, no lo tiene; pues la aplicación de la legis­
lación estatal de contratos no supone que los órganos
estatales sean órganos de contratación de las demás
Administraciones Públicas.

B) Importa destacar, ante todo, que el precepto
impugnado (art. 287.2 L.M.R.L.C.) parte de que los cri­
terios de clasificación de los contratistas serán los esta­
blecidos. con carácter general. por la Ley de Contratos
del Estado. Nada hay que objetar, y nada objeta, por
lo demás, el Abogado del Estado a la disposición que
acaba de mencionarse. La impugnación que ante noso­
tros se hace se refiere. por ello, al párrafo del precepto
que a continuación añade que en cualquier caso las com­
petencias otorgadas a órganos estatales por los arts.
102 y 109 de dicha Ley (L.C.E.) corresponderán al pleno
de la Corporación. Se trata, pues, de la atribución a un
órgano local de unas potestades que la legislación del
Estado atribuye al Ministro de Hacienda y al Gobierno.

Estas dos normas estatales (arts. 102 y 109 L.C.E.)
contienen una regulación distinta que exige, por ello,
un análisis diferenciado, a fin de determinar si la atri­
bución de facultades realizada por la Ley catalana al
pleno de las Corporaciones locales excede o no en cada
caso de la competencia de la Comunidad Autónoma.
El arto 102 L.C.E. regula las causas de suspensión de
las clasificaciones de los contratistas de obras (arts. 98
y ss. L.C.E.), atribuyendo la competencia para acordar
la suspensión al Ministro de Economía y Hacienda, a
propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Admi­
nistrativa. Pues bien. el carácter básico del citado pre­
cepto es evidente, por cuanto la clasificación de los con­
tratistas es un medio de acreditación ante el órgano
de contratación correspondiente de la capacidad finan­
ciera, económica y técnica del contratista. Y, lo que es
más importante, constituye un requisito de obligado cum­
plimiento para contratar con la Administración la eje­
cución de obras de determinado presupuesto (art. 98
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L.e.E.). A su vez. la presentación del certificado de cla­
sificación expedido por el Registro Oficial de Contratistas
exime a los empresarios. en todas las licitaciones de
obras de la Administración. de presentar los documentos
probatorios de su personalidad y capacidad jurídica. téc­
nica. financiera y económica (art. 312 R.C.E.).

Lo dicho es ilustrativo de que las normas reguladoras
de la clasificación de los contratistas afectan a los inte­
reses de éstos y. más en general. a las condiciones de
la contratación administrativa y al desarrollo de las acti­
vidades económicas privadas en régimen de libre com­
petencia. Son normas que tienen por objeto garantizar
la igualdad y la seguridad jurídica en la contratación
pública. asegurando a los ciudadanos un tratamiento
común por parte de todas las Administraciones. lo que
las convierte en un elemento básico de la legislación
sobre contratos (art. 149.1.18 C.E.). La finalidad per­
seguida por esas normas en general (garantía de la igual­
¡dad y la seguridad jurídica en la contratación) está, sin
duda, presente en el arto 102 que regula las causas de
suspensión. temporal o indefinida. de las clasificaciones
acordadas por la Junta Consultiva de Contratación Admi­
nistrativa. y ello justifica la decisión del legislador de
otorgar la facultad de suspensión a un órgano estatal
(Ministerio de Hacienda) como medio de garantizar un
tratamiento común de todos los contratistas frente a

. las distintas Administraciones.
C) Es cierto. como argumenta la Generalidad de

Cataluña, que el Real Decreto 2.528/1986 (Disposición
final segunda) declara que siempre que en el texto de
los artículos comprendidos en el Real Decreto (entre los
cuales se incluye el arto 316 que reproduce, a su vez,
el arto 102 L.C.E.) se mencione a órganos de la Admi­
nistración del Estado el concepto se entenderá referido
al órgano de la Comunidad Autónoma o entidad local
que. en su caso. fuere competente para adoptar el acuer­
do. Pero no es menos cierto que esta Disposición no
opera una traslación automática y en bloque de la atri­
bución orgánica de competencias del Estado a las Comu­
nidades Autónomas y entidades locales. Baste notar que
la Disposición final segunda del Real Decreto mencio­
nado dice que la competencia será del órgano autonó­
mico o local «que, en su caso. fuere competente para
adoptar el acuerdo.., lo que significa que la citada Dis­
posición no atribuye competencias distintas ni al margen
de las que correspondan a las Comunidades Autónomas
y a las Corporaciones locales en virtud del bloque de
constitucionalidad.

Quiere decirse con ello que existen competencias
que. por su naturaleza. desbordan las que son propias
e inherentes al órgano contratante. Esto es lo que sucede
con las facultades de suspensión de las clasificaciones
de los contratistas. El hecho de ser facultades que afec­
tan a los intereses de los contratistas y. más genéri­
camente, a las condiciones generales de contratación
administrativa y al desarrollo de las actividades econó­
micas privadas en régimen de libre competencia hace
que sea constitucionalmente legítima la decisión del
legislador de atribuir su ejercicio a un órgano estatal.
como medio de garantizar un tratamiento jurídico igua­
litario a todos los ciudadanos en la contratación pública.
Así. pues. por cuanto acaba de decirse debemos acoger
la pretensión del Abogado del Estado y declarar incons­
titucional el arto 287.2 de la Ley 8/1987. Municipal y
de Régimen Local de Cataluña.

D) Por las mismas razones que han quedado expues­
tas debemos declarar la inconstitucionalidad del art.
287.2 L.M.R.L.C. por lo que se refiere también a las
competencias que el arto 109 L.C.E. atribuye al Gobierno.
Se trata de una norma. sin duda básica. por cuanto supo­
ne la decisión del legislador de facultar al Gobierno para

extender a los contratos de suministros la aplicación de
las normas de clasificación del Capítulo Primero del Títu­
lo I del Libro 11 de la L.C.E.. referidas a los contratos
de obra. La decisión de aplicar a los contratos de sumi­
nistros las normas de clasificación de los contratos de
obras. incluida la posibilidad de exigir dicha clasificación
para determinado tipo de aquéllos, es. sin duda. un ele­
mento básico de la legislación de contratos ya que cons­
tituye un medio que tiende a proporcionar las garantías
de publicidad, igualdad. libre concurrencia y seguridad
jurídíca. necesarias para asegurar a los ciudadanos un
tratamiento común por parte de todas las Adminis­
traciones Públicas (STC 141/1993. fundamento jurídi­
co 5.°).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de inconstituciona­
Iidad planteado por el Gobierno de la Nación y. en su
virtud,

1.° Declarar inconstitucionales y. en consecuencia•
nulos los arts. 32.1. 148.2, 165.3. 181 a), excepto la
referencia a las participaciones en ingresos de la Gene­
ralidad, y 287.2 de la Ley 8/1987. Municipal y de Régi­
men Local de Cataluña.

2.° Declarar que el arto 182.2 de la Ley 8/1987.
Municipal y de Régimen Local de Cataluña, es conforme
a la Constitución. siempre que se interprete en el sentido
expresado en el fundamento jurídico 3.° A) de esta Sen­
tencia y

3.° Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado...

Dada en Madrid. a doce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Euge­
nio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-José Gabaldón López.-Julio Diego Conzález
Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles Viver Pi-Sun­
yer.-Rubricados.

29239 Pleno. Sentencia 332/1993. de 12 de
noviembre de 1993. Cuestión de inconstitu­
cionalidad 69/1989. En relación con el art.
390 del Real Decreto Legislativo 781/1986.
de 18 de abril. que aprobó el Texto Refundido
de las disposiciones legales vigentes en mate­
ria de Régimen Local.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra, don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra, don José Gabaldón López. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam-


